Proyecto de Ley

El Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

Ley

Capítulo I

Principios Generales

Artículo 1. Todo individuo o grupo familiar tiene derecho al acceso a una vivienda adecuada que cumpla el nivel mínimo habitacional definido en esta ley. Es función del Estado Provincial crear las condiciones para la consecución de este derecho.

Artículo 2. Es función del Estado Provincial estimular la construcción de viviendas y asegurar los recursos asignados a este fin.  

Artículo 3. Declárese de interés general el establecimiento de una política planificada de vivienda, integrada en los planes de desarrollo económico y social, tendiente a atender las necesidades de vivienda en toda la provincia, que preste preferentemente atención a los grupos de escasos recursos y evite generar categorías sociales o áreas geográficas privilegiadas. Todos los organismos y en particular los de derecho público que financien, promuevan, construyan reglamenten o asistan en cualquier forma a la construcción de viviendas, ajustarán su acción a las disposiciones de esta ley y cooperarán al éxito de la política que se establezca dentro del marco de la misma y de los planes periódicos a que se establezcan.

Capítulo II

Calificación de los Beneficiarios

Artículo 4. Los planes periódicos deberán contener una clasificación de los beneficiarios según sea habitante único o núcleo familiar por categorías de ingresos, determinando la afectación que el habitante único o el núcleo familiar en su conjunto, puedan destinar al servicio de préstamos para vivienda.

Esta afectación no podrá superar el 20% del ingreso familiar.

Los habitantes únicos y las familias de menores ingresos relativos podrán obtener subsidios que posibiliten su acceso a la vivienda.

Entiéndese por habitante único, a los fines de esta ley, a aquélla persona que no constituye un núcleo familiar. 

Entiéndese por familia, a los fines de esta ley, al conjunto de personas, constituídas en núcleo familiar, que conviven en el mismo inmueble, estén o no vinculados por razones de parentesco.

Capitulo III

Condición y tipos de viviendas

Artículo 5.  Se entiende por vivienda adecuada a aquella que cumpla con el mínimo habitacional  y que tenga el número de dormitorios necesarios de acuerdo a la composición familiar. Entiéndese por mínimo habitacional, a los fines de esta ley, la que cumpla con las siguientes condiciones:

a) La superficie habitable de una vivienda no será inferior en ningún caso a treinta y dos (32) metros cuadrados, aplicable a las viviendas que tengan solo un dormitorio. Por cada dormitorio adicional se incrementará el mínimo de doce (12) metros cuadrados. 

b) Toda vivienda tendrá, como mínimo indispensable, un cuarto de baño y accesorios, cocina y accesorios, comedor y estar diario. 

c)  Los techos, muros exteriores e interiores y pisos deberán asegurar    impermeabilidad, aislamiento térmico y resistencia.

d) Todos los ambientes tendrán condiciones de ventilación natural o sistema de ventilación artificial que garanticen las condiciones de iluminación, higiénicas y de ventilación adecuadas.

e) Dispondrán de agua potable, cloacas y desagües.

f) Dispondrán de energía eléctrica conectada a la red pública, dotando de luz a todos los ambientes.

g) La reglamentación determinará los accesorios y dimensiones para lo determinado en los incisos precedentes del presente artículo.

Artículo 6. A los efectos de determinar el número de dormitorios se aplicarán los siguientes criterios:

a) Se asignara un dormitorio por matrimonio o habitante individual;

b) Al resto de los componentes que constituyan el núcleo familiar se les asignará dormitorios separando los sexos y admitiendo dos personas en los mismos.

c) Se establecerán excepciones cuando convivan personas de significativa diferencia de edades y en los casos de matrimonios jóvenes en cuanto previsión del futuro crecimiento de la familia.

Artículo 7. Entiéndese por vivienda urbana aquélla ubicada dentro de los límites de las áreas urbana y suburbana de los centros poblados. Por exclusión, las demás serán viviendas rurales.

Artículo 8. Entiéndese por vivienda de temporada aquélla utilizada exclusivamente para recreación, vacación o descanso y no utilizada en forma permanente. Por exclusión, las demás serán viviendas permanentes.

Presúmanse viviendas de temporada todas las viviendas ubicadas en balnearios y otros centros turísticos del interior de la provincia, que determine la reglamentación, siempre que su ocupante no demuestre su residencia en forma permanente. Se presumirá que salvo una vivienda, las demás son de temporada cuando la titularidad de las mismas, este bajo la potestad de cualquiera de los integrantes del núcleo familiar.

Artículo 9. Entiéndese por vivienda económica aquella que satisfaga el mínimo habitacional y  que su área habitable no supere las medidas establecidas en la reglamentación. 

Entiéndese por área habitable de la vivienda, a los fines de esta ley, la superficie horizontal ocupada por dormitorios, cuarto de baño, cocina, comedor, sala de estar, circulación y toda otro espacio interior, y los muros que los dividan o separen del exterior. 

Artículo 10. Entiéndese por vivienda media, aquélla que supere los limites establecidos para la vivienda económica. 

Artículo 11. Entiéndese por vivienda de interés social la vivienda económica que se destinen exclusivamente a atender situaciones de emergencia y carencias habitacionales graves que requieren promover una solución habitacional urgente e inicial.

Artículo 12. Serán Viviendas Confortables y Suntuarias aquellas que la reglamentación determine y en cuanto superen las características de la vivienda media.

Artículo 13. El Poder Ejecutivo deberá determinar los valores de construcción anualmente.

Artículo 14. Entiéndese por vivienda nueva aquella destinada a construir o en construcción.

Capitulo IV

Del Crédito

Artículo 15. Entiéndese por préstamos para vivienda los créditos que se conceden con la finalidad de construir, reformar, ampliar, complementar o adquirir una vivienda.  

Artículo 16. Todos los préstamos de vivienda que se concedan al amparo de esta ley, suponen la devolución total ajustado a las disposiciones reglamentarias. 

Los mismos podrán otorgarse de acuerdo a la capacidad de pago el que no podrá superar el veinte (20) por ciento (%) establecido de los ingresos nominales del núcleo familiar.

Artículo 17. En la determinación de los ingresos la carga de la prueba corresponderá al beneficiario, quien estará obligado a permitir las inspecciones y contralores que se establecieren en la reglamentación.

La adulteración o falsificación de la documentación aportada, así como cualquier falsedad u ocultamiento en la declaración de ingresos será causal suficiente para desechar una solicitud o para obligar la cancelación de préstamos concedidos, haciéndolos exigibles inmediatamente.

Artículo 18. Entiéndese por préstamo para vivienda nueva el destinado a financiar su construcción total o parcial y su adquisición.

Podrán recibir préstamos para una vivienda nueva las personas físicas que no posean vivienda habitable y que destinen el préstamo para la obtención de una vivienda para residencia permanente.

Las mismas serán utilizadas a ese fin y no podrán transferirse por ningún título hasta dentro de los 10 años de adquirida. 

Artículo 19. Podrán recibir préstamo para vivienda nueva las cooperativas de vivienda con ventajas similares a las que gocen los particulares, sin perjuicio de los beneficios que se establezcan para estas entidades.

Para la presentación de propuestas y durante el periodo de construcción las cooperativas de vivienda, conjuntamente con la autoridad de aplicación en cuanto hace a estos la asistencia técnica, actuarán como constructoras.

Artículo 20. Podrán recibir préstamos para vivienda los titulares de viviendas usadas. Se establecen, a los efectos de este artículo dos categorías:

a) Préstamo para la adquisición de vivienda usada y refacción con destino a residencia propia.

b) Préstamo para adquisición o transformación de vivienda usada con la finalidad de aumentar el número de unidades habitacionales en la construcción original. 

Artículo 21. Los inquilinos con más de seis (6) años de antigüedad podrán recibir préstamos en condiciones especiales para la adquisición de la vivienda que ocupan, siempre que el valor de la tasación actual de la misma no supere el límite establecido para las viviendas de interés social.

Los prestamos, para las condiciones del caso, podrán asimilarse a las de los préstamos para vivienda nueva.

Capitulo V

Del Subsidio a la Vivienda

Artículo 22. Entiéndese por subsidio a la vivienda, a los fines de esta ley, todo aporte que un organismo público proporcione en dinero, especie o mano de obra o servicios técnicos o administrativos y que contribuya a financiar el acceso a una vivienda, cuando este aporte no sea reintegrado por el beneficiario.

Artículo 23. Es finalidad del subsidio a la vivienda permitir que las familias cuyos ingresos no alcancen al nivel de suficiencia puedan acceder a viviendas adecuadas.

Artículo 24. Los subsidios que los organismos de derecho público otorguen a la vivienda podrán tomar las siguientes formas, según sean reglamentadas:

a) Contribuciones en dinero, especie o mano de obra para la adquisición de una vivienda, para la adquisición de un lote o el pago de construcción indistintamente.

b) Contribuciones al pago de cuotas de amortización de capital e intereses de      préstamos de vivienda.

c) Fijación de alquileres inferiores a los que corresponderían para la recuperación de las inversiones realizadas en la vivienda por concepto de terreno, construcción y obras complementarias.

d) Prestación de servicios gratuitos como el suministro de proyectos tipo, asistencia técnica de inversión, asistencia técnica para la construcción, la no contabilización de costos administrativos en el valor de la vivienda, asistencia social, etc.

Artículo 25. Podrán recibir subsidios en las formas indicadas en el artículo anterior:

a) los destinatarios de las viviendas, personas físicas, que cumplan dichas condiciones.

b) Las cooperativas de viviendas, para trasladar el beneficio del subsidio a sus miembros, que cumplan dichas condiciones, siempre que lo hagan ajustados a las condiciones que marca esta ley y su reglamentación;

c) Los organismos públicos promotores de vivienda con el mismo objeto.

 Artículo 26. La violación de las obligaciones establecidas en el presente capitulo  será penada con la devolución inmediata del subsidio y del saldo del préstamo de vivienda que el beneficiario hubiere recibido, y con multas equivalentes al valor de los mismos, aplicables a los beneficiarios y autoridad publica intervinientes. 

Artículo 27. El beneficio del subsidio tendrá, tanto para los prestatarios como para los beneficiarios, el carácter de precario, transitorio y revocable.

La reglamentación podrá exigir las actualizaciones correspondientes. 

Capítulo VI

De la Asistencia Crediticia del Estado Provincial

Artículo 28. La asistencia crediticia, a través del Estado, se llevará a cabo mediante tres modalidades, a opción del beneficiario: 

a) para adquirir viviendas;

b) para  construir  por  sí  o  a  través  de  entidades cooperativas o empresas privadas;

         c) en forma mixta, para adquirir viviendas para ampliar, concluido refaccionar o terrenos para construir, indistintamente.

 

Cuando el beneficiario optare por la construcción, incluyendo en ella la ampliación, refacción o conclusión de la vivienda, por sí o a través de las entidades autorizadas al efecto, la asistencia crediticia recibida se incrementará en un 30%. Cuando participare de un plan de vivienda que contemplare la realización de las obras de infraestructura que determine la reglamentación, el incremento será del 50 %.

 

Artículo 29. El beneficiario recibirá por parte del FOPROVI títulos por el valor de la vivienda que le corresponda conforme a la extensión del grupo familiar y porcentaje acordado, de acuerdo a los valores que fije el Instituto Provincial de la Vivienda. 

Cuando optare por construir, la entrega de los mismos se irá efectuando a medida que el órgano ejecutor fuere comprobando el avance de obra realizado.

Dichos títulos serán endosables exclusivamente a favor de las siguientes personas:

a) los que vendan una vivienda a un beneficiario;

b) los que vendan terrenos sin construir, hasta un 30 %  del valor del crédito;

c) casas comerciales para la compra de materiales de  construcción

d) entidades intermedias que lleven a cabo planes de  vivienda inscriptos en el órgano ejecutor de la jurisdicción;

e) empresas constructoras  que construyan para las  entidades intermedias;

f) profesionales  de  la  construcción intervinientes en  los planes de vivienda.

 

Artículo 30. El endoso de los títulos de vivienda deberá efectuarse con firma certificada por escribano público a favor de persona determinada. En el  supuesto de los incisos a) y b) del artículo 11º deberá hacerse en forma simultánea al otorgamiento de la escritura traslativa de dominio. En los demás casos se cumplirán los requisitos que determine la reglamentación.    

Las entidades indicadas en el inciso d) del mismo artículo podrán endosar los títulos a favor de las indicadas en los incisos c), e) y f).

 

Artículo 31. Los títulos de vivienda devengarán la tasa de interés que fije la Secretaría de Vivienda, desde la fecha de su emisión a favor del beneficiario y hasta su efectivo cobro por parte del endosatario. Sólo este último podrá percibir los mismos.

Deberán ser utilizados dentro de los cinco años de su fecha de emisión. Pasado ese término caducarán de pleno derecho.

 

Artículo 32. El crédito recibido por el beneficiario se constituirá por el monto total de los títulos entregados con más los intereses abonados al endosatario y será amortizado en trescientas cuotas iguales, mensuales y consecutivas, desde el mes siguiente a la fecha de entrega de la vivienda.

Cuando los títulos fueren utilizados en forma parcial y sucesiva, el monto total del préstamo se irá ampliando en forma proporcional, recalculando las cuotas de amortización.

 

Artículo 33. En ningún caso las cuotas de amortización superarán el 20 % de los ingresos del grupo familiar declarado en sede judicial. A tal fin anualmente los beneficiarios deberán actualizar su declaración jurada de ingresos y situación patrimonial en el organismo ejecutor. El crédito quedará amortizado automáticamente al cumplirse el pago de las trescientas cuotas. 

 

Artículo 34. Es obligación del beneficiario cancelar en forma anticipada el saldo de capital en los siguientes supuestos:

a) devenir  heredero,  hasta  el  monto  de  la herencia  recibida;

b) devenir legatario o donatario de bienes inmuebles o muebles registrables, acciones de sociedades  comerciales, marcas o patentes, hasta el valor de los bienes recibidos;

c) mejoramiento  ostensible  de los bienes.

 

Dentro de los sesenta días de producido cualquiera de los hechos indicados en los incisos precedentes, el beneficiario deberá ponerlo del FOPROVI a fin de que se determine el saldo de deuda a cancelar y la nueva cuota de amortización. 

Los jueces que entiendan en procesos sucesorios de todo el país, ordenarán al dictar declaratoria de herederos, el libramiento de oficio al Instituto de la Vivienda remitiendo copia de la misma para conocimiento del Registro Nacional de Beneficiarios de Créditos para la Vivienda. 

 

Artículo 35. Es obligación del beneficiario habitar en forma permanente con su grupo familiar la vivienda adquirida o construida total o parcialmente con la ayuda crediticia otorgada por el Estado. La reglamentación establecerá las sanciones que correspondan en caso de incumplimiento.

Exceptúase de esta obligación al beneficiario en los siguientes casos: 

a) por traslado de su lugar de trabajo;

b) por razones de salud;

c) por divorcio o  separación de hecho cuando el otro cónyuge continuare en el uso de la vivienda.

 

En los dos primeros casos podrá alquilar la vivienda destinando el ingreso al alquiler de otra en similares condiciones y dando aviso al organismo ejecutor. El mismo deberá pronunciarse autorizando o no la excepción y ordenando en su caso volver a ocupar la vivienda. La resolución es apelable por ante la justicia competente.

El organismo ejecutor del FOPROVI podrá delegar en las entidades que establezca la reglamentación la fiscalización del cumplimiento de esta obligación y las acciones judiciales que correspondan.

Capitulo VII

Del Sistema Público de Producción de Viviendas

Artículo 36. Todo organismo de derecho público que construya o promueva la construcción de viviendas integra el sistema público de producción de viviendas. En consecuencia deberá:

a) Ajustar sus programas y proyectos a las normas de esta ley, y cooperar en la realización del plan de viviendas para el sector público.

b) Elevar, en los plazos que estipulen esos programas y proyectos al Instituto de la Vivienda al objeto de coordinar los mismos.

c) Elevar a esos organismos toda la información que les sea requerida.

Artículo 37. El sistema público de viviendas tiene por objeto proporcionar viviendas económicas a familias de menores niveles de ingreso, compensando la insuficiencia de la acción privada para satisfac4er las necesidades habitacionales. 

Los organismos públicos podrán constituir viviendas medias y ampliar su acción a la categoría media en los siguientes casos:

a) Cuando sea conveniente integrar familias distintos niveles de ingresos en el mismo conjunto habitacional con el objeto de evitar una segregación social inconveniente:

b) Cuando se construyan viviendas para alojar personal de empresas públicas en lugares donde existen dificultades de alojamiento también para los niveles medios.

Artículo 38.  Los organismos que participen en el sistema público de producción de viviendas procurarán la construcción de conjuntos habitacionales socialmente integrados, dotados de espacios públicos, de servicios sociales, culturales, educativos de nivel inicial y preescolar, recreativos, centros comerciales y de producción cuando corresponda. 

Artículo 39. Los organismos que participen en el sistema público de producción de viviendas presentarán preferente atención al desarrollo de programas de construcción de viviendas por esfuerzo propio y ayuda mutua, así como a estimular la construcción y administración cooperativa de los conjuntos habitacionales.

Capitulo VIII

De las Cooperativas de Vivienda

Artículo 40. Las cooperativas de viviendas son aquellas sociedades que, regidas por principios del cooperativismo, tienen por objeto principal proveer el alojamiento adecuado y estable a sus asociados, mediante la construcción de viviendas por esfuerzo propio, ayuda mutua, administración directa o contratos con terceros, y proporcionar servicios complementarios a la vivienda.

Artículo 41.  Las cooperativas de vivienda deberán organizarse sobre la base de los siguientes principios:

Sus excedentes de distribuirán a prorrata de quienes contribuyan a crearlos.

Su propósito será de servicio y no de lucro.

Cada socio tendrá derecho a un solo voto, sea cual fuere el número de sus partes sociales.

Serán neutrales en materia religiosa y política.

El capital social será variable e ilimitado.

Carecerán de plazo de duración.

Deberán establecer en su objeto social el fomento de la cultura en general y en especial el ideario y prácticas del cooperativismo.

Suministrarán viviendas al costo, no admitiéndose ningún tipo de práctica especulativa.

Los derechos y obligaciones de los socios se regularán con sujeción a los principios de igualdad y solidaridad cooperativa. No podrán otorgar ningún tipo de privilegio a asociado alguno.

Artículo 42. Las cooperativas de vivienda gozarán de personalidad jurídica conforme a las normas que regulen con carácter general estas entidades.

Artículo 43. Los estatutos de estas sociedades establecerán necesariamente lo siguiente:

Denominación, con el aditamento de “Cooperativa”.

Domicilio y objeto social.

Capital social inicial y monto de las participaciones sociales.

Condiciones de admisión, suspensión, cesación y exclusión de los socios. Sus derechos y deberes.

Criterio de adjudicación de viviendas.

Convocatoria, cometidos y funcionamiento de la Asamblea y forma de elección. Número de integrantes de los órganos directivos, forma de elección, cometidos y funcionamiento de los mismos.

Forma de distribución de los excedentes y percepción.

Causas de disolución de la sociedad y procedimientos a seguir para su liquidación.

Norma para la reforma de los estatutos.

Artículo 44. Las cooperativas de vivienda podrán utilizar el trabajo de sus socios en la construcción de las viviendas, bajo sus dos modalidades, de autoconstrucción y ayuda mutua.

La autoconstrucción es el trabajo puesto por el futuro propietario o usuario y sus familiares, en la construcción.

La ayuda mutua es el trabajo comunitario, aportado por los socios cooperadores para la construcción de los conjuntos colectivos y bajo la dirección técnica de la cooperativa.

Artículo 45. Tanto la autoconstrucción como la ayuda mutua deberán ser avaluadas para integrar la respectiva cuota social y no darán aporte alguno a la s cajas de jubilaciones y otros organismos de seguridad social.

Artículo 46. Las Cooperativas de Vivienda se clasificarán en “Unidades Cooperativas de Vivienda”  y “Cooperativas Matrices de Vivienda”.

Artículo 47. Las unidades cooperativas de vivienda y las cooperativas matrices podrán integrarse a organismos cooperativos nacionales e internacionales en acción solidaria.
Artículo 48. Son unidades cooperativas de vivienda las que, constituidas por un mínimo de diez socios y un máximo de doscientos, tiene por finalidad proporcionar vivienda y servicios complementarios a los mismos, construyendo con ese objetivo un inmueble o un conjunto habitacional o adquiriéndolo en los casos previstos en el artículo 146.

Artículo 49. Las unidades cooperativas de vivienda pueden ser de usuarios o de propietarios.

Artículo 50. Las unidades cooperativas de usuarios solo atribuyen a los socios cooperadores, derecho de uso y goce se las viviendas. Derecho que se concederá sin limitación en el tiempo, que se transmitirá a los herederos y aún podrán cederse por acto entre vivos, pero sujeto a las limitaciones que se establezcan en la presente ley.

Artículo 51. Las unidades cooperativas de propietarios atribuyen la propiedad exclusiva e individual de la propiedad horizontal, sobre las respectivas viviendas, pero con facultades de disponibilidad y uso limitadas.

Las cooperativas de propietarios pueden retener  la propiedad de las viviendas, otorgando el uso a los futuros propietarios, mientras éstas amortizan el uso de la vivienda.

Artículo 52. Solo podrán adquirir inmuebles o conjuntos habitacionales ya construidos las unidades cooperativas de usuarios exclusivamente en los siguientes casos:

a) Cuando se trate de un inmueble o conjunto habitacional construido por uno de los organismos de derecho público a que hace referencia la ley, siempre que el proyecto de estatuto sea sometido a la aprobación del mismo.

b) Cuando se trate de una cooperativa formada por inquilinos de un inmueble construido según permiso aprobado con anterioridad a la vigencia de la presente ley, con la finalidad de adquirir dicho inmueble según el régimen establecido por esta ley.

Artículo 53. Las cooperativas de vivienda podrán participar en todas las licitaciones y llamados a presentación de propuestas que realice el sistema público de vivienda, conjuntamente con los institutos de asistencia técnica.

Para ser adjudicatarios de un programa habitacional financiado por fondos u organismos estatales, así como para obtener algún préstamo de vivienda de los previstos en la presente ley, la cooperativa deberá cumplir con los siguientes extremos:

a) Todos los socios deben cumplir con los topes de ingresos, situación familiar y otros requisitos que determine el organismo financiador  de quien llama a licitación;

b) La propuesta u oferta debe sujetarse estrictamente  y en todos los términos a las condiciones del llamado.

c) La propuesta técnico-arquitectónica, el plan de obras y el plan de financiación serán ratificados, además, por el instituto de asistencia técnica que se hace cargo de la misma. 

Artículo 54. Cuando se trate de unidades cooperativas de usuarios la sociedad suscribirá con cada uno de los socios adjudicatarios y con carácter previo a la adjudicación de las respectivas viviendas un contrato de “uso y goce” que tendrá una duración indefinida mientras las partes cumplan con sus obligaciones.

El “contrato de uso y goce” se otorgará en instrumento privado, con certificación notarial de la firma de los otorgantes y deberá ser inscripto en el Registro de Arrendamientos.

Artículo 55. Los Asociados deberán destinar la respectiva vivienda adjudicada para residir con su familia y no podrán arrendarla ni cederla, siendo nulo todo arrendamiento o cesión, salvo lo dispuesto en los artículos siguientes.

Si el usuario no destinara la vivienda para residencia propia y de sus familiares, será causa bastante para la rescisión del contrato de uso y goce y la expulsión de la cooperativa.

Artículo 56. El derecho a uso termina:

a) Por el retiro voluntario del socio o heredero.

b) Por la expulsión del socio a consecuencia del incumplimiento en el pago de las correspondientes amortizaciones o falta grave a sus obligaciones de socio.

c) Por la disolución de la sociedad.

En caso de renuncia, anulación o conclusión por cualquier otra causa de los derechos de los usuarios, los mismos deberán desocupar la Vivienda dentro de los 90 días de ocurrido el hecho.

La cooperativa dispondrá de un plazo de 180 días para hacer efectivo el pago del 50% (cincuenta por ciento) del reintegro a que el usuario tuviera derecho. El 50% (cincuenta por ciento) restante deberá hacerse afectivo con más los intereses legales, una vez designado el nuevo socio que los sustituya, pero no mas tarde del año, contando a partir del vencimiento del plazo anterior.

Artículo 57. El retiro voluntario dentro de los 10 años de adjudicada la vivienda deberá solicitarse ante el Consejo Directivo, con la fundamentación correspondiente.

Si el retiro se considera justificado el socio tendrá derecho a un reintegro equivalente al valor de tasación de su parte social, menos los adeudos que correspondiera deducir y menos un 10% (diez por ciento) del valor resultante. 

Si el retiro no se considera justificado la deducción  establecida podrá alcanzar entre un 25% (veinticinco por ciento) y un 50% (cincuenta por ciento) del valor resultante, según lo establezca la reglamentación.

Cuando ocurrieren desinteligencias entre los usuarios y la sociedad en cuanto a la naturaleza del retiro o a las sumas que por tal concepto se adeudan, resolverá el Juez Letrado del lugar, con carácter inapelable y por el método de los incidentes, quedando reservada a las partes la correspondiente vía ordinaria.

Artículo 58. El incumplimiento en el pago de las aportaciones que corresponden a la amortización de la vivienda, dará lugar al procedimiento de desalojo, según lo dispuesto por las leyes de arrendamientos urbanos para el arrendatario mal pagador, salvo lo dispuesto en el párrafo segundo.

Toda vez que el socio afronte dificultades para el pago de la correspondiente cuota de amortización, debido a causas que no le sean imputables, la cooperativa procurará resolver el problema ya sea gestionando el subsidio oficial si correspondiere o mediante un fondo de socorro, destinado a cubrir las momentáneas dificultades financieras de los socios y que podrán constituir las cooperativas de vivienda.
En el caso de corresponder el desalojo, se procederá en la forma establecida en el artículo anterior para el retiro voluntario.

Artículo 59. El incumplimiento grave de sus obligaciones con la cooperativa, que perjudique a la institución o a los demás socios, podrá determinar que sea solicitada la rescisión del “contrato de uso y goce”, ante el Juez competente y por los mismos trámites que para los arrendamientos urbanos.

Mientras dure el juicio, el socio podrá ser suspendido por resolución del Consejo Directivo, apelable a la Asamblea General, en sus derechos como integrante de la cooperativa, salvo aquellos inherentes a su calidad de usuario. Si no hay lugar a la rescisión, el socio reasumirá plenamente sus derechos.

Artículo 60. En caso de fallecimiento, los herederos podrán optar por continuar en el uso y goce de la vivienda, en cuyo caso subrogarán al causante en todos sus derechos y obligaciones, o por retirare de la sociedad, recibiendo el valor de la tasación del inmueble, o el porcentaje de lo amortizado, tomando sobre dicho valor la tasación.

Artículo 61. Los asociados aportarán mensualmente las cuotas correspondientes a la amortización de la vivienda cuyo monto se reajustará semestralmente y una suma adicional, destinada a cubrir los gastos de mantenimiento y demás servicios que suministre la cooperativa a las organizaciones de usuarios. Esta suma adicional no integra la cuota social y, en consecuencia, no es reintegrable. El atraso reiterado en el pago de la suma adicional será considerado causal suficiente para declarar la rescisión del contrato. La reglamentación establecerá cuándo se configura el atraso reiterado.

Artículo 62. La cooperativa pondrá a los asociados en posesión material de sus respectivas unidades de vivienda adjudicadas, los mantendrá en el ejercicio de sus derechos, los defenderá en las posibles perturbaciones de terceros y pagará los préstamos, intereses, contribuciones, reparaciones y demás obligaciones y servicios comunes, de acuerdo a lo previsto en la presente ley y las disposiciones reglamentarias correspondientes.

Artículo 63. Serán de cargo de la cooperativa todas aquellas reparaciones que derivan del uso normal de la vivienda y no se producen por culpa del usuario.

Las viviendas de interés social que según el régimen de la presente ley, se otorguen en uso y goce a los socios de las cooperativas, no pagarán, mientras se mantengan en tal carácter, impuesto alguno que grave la propiedad inmueble.

Artículo 64. Los propietarios deberán destinar la vivienda para residencia propia y de su familia y no podrán locarla o enajenarla sin causa justificada y luego de obtenida la autorización del organismo financiador. Las operaciones realizadas en contravención de esta disposición serán nulas y pasibles de sanción. 

Artículo 65. Son Cooperativas Matrices de Vivienda aquellas que reciben en forma abierta la inscripción de socios mediante un compromiso de aportes sistemáticos de ahorro y con la finalidad de asistirlos en la organización de Unidades Cooperativas de Vivienda, en la definición y realización de sus programas de obtención de créditos, adquisición de terrenos, proyectos, construcción y adjudicación de viviendas y ejercer las funciones que ellas deleguen a esos fines, las Unidades Cooperativas de Viviendas.

Artículo 66. Las Cooperativas Matrices de Vivienda no podrán superar el número de mil socios sin vivienda adjudicada, salvo que la Dirección Nacional de Vivienda lo autorice en consideración al interés general y siempre que se encuentren garantizados los derechos de los socios.

Artículo 67. La reglamentación fijará los criterios generales que regulan el derecho de los socios a recibir viviendas. Estos criterios deberán tener en cuenta por lo menos, la antigüedad del socio, su cumplimiento de las obligaciones de tal, sus cargas familiares y su situación habitacional.

Artículo 68. Por cada inmueble o conjunto habitacional cuya construcción decida, la Cooperativa Matriz deberá organizar con los destinatarios de las viviendas una Unidad Operativa.

Estas Unidades Operativas permanecerán ligadas a la Cooperativa Matriz en calidad de filiales por lo menos hasta que hayan adjudicado definitivamente las viviendas y cancelado sus deudas con la misma.

Entre tanto la Cooperativa Matriz estará obligada a prestarles asistencia técnica y financiera y tendrá sobre ellas el contralor que la reglamentación establezca.

Artículo 69. Las Cooperativas Matrices, en caso de promover grandes conjuntos habitacionales, deberán establecer un proyecto urbanístico y edilicio de conjunto. Los lineamientos generales de estos proyectos deben ser respetados por las Unidades Cooperativas filiales.

Artículo 70. Las Cooperativas Matrices de Vivienda podrán participar en licitaciones y llamado de presentación de propuestas que realice el sistema público, en representación de sus unidades cooperativas.

Artículo 71. En la elección de las autoridades participarán solamente los socios que aún no tengan vivienda adjudicada, pero podrán ser electos para los cargos directivos todos los socios que permanezcan vinculados a la cooperativa, directamente o a través de las unidades cooperativas filiales.

Artículo 72. Son Institutos de Asistencia Técnica, a cargo del estado provincial, aquellos destinados a proporcionar servicios jurídicos, de educación cooperativa, financieros, económicos y sociales a las cooperativas y otras entidades sin fines de lucro, pudiendo incluir también los servicios de proyecto y dirección de obras.

Artículo 73. La reglamentación determinará los costos máximos de los servicios que proporcionarán los Institutos de Asistencia Técnica, no pudiendo sobrepasar en ningún caso el 7% del valor total de las obras en caso de proporcionarse la totalidad de los servicios indicados en el artículo anterior.

Artículo 74. Los Institutos de Asistencia Técnica no podrán distribuir excedentes si los obtuvieran, debiendo emplearlos exclusivamente en la realización de su objeto social.

Todas las retribuciones que paguen estarán sujetas a la reglamentación y control de la autoridad de aplicación.

Artículo 75. Deróguese toda disposición que contradiga esta ley.

Artículo 76. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

El problema habitacional en la Argentina se ha agravado en los últimos años debido a la profunda crisis socioeconómica que ha afectado al país. La vivienda es universalmente considerada como una de las necesidades humanas básicas, ya que constituye el soporte que brinda privacidad, albergue, protección y seguridad a las personas. Disponer de una vivienda implica además de una oportunidad para la movilidad social de las familias y contribuye al bienestar personal de sus moradores. 

Por su parte, la política habitacional, concebida como la forma en que el Estado interviene en el problema de la vivienda, y expresada en lineamientos, programas y acciones específicas para orientar la producción de las áreas habitacionales para la población de menores ingresos, debe ser considerada como un componente importante de la política social y tener principalmente un objetivo social.  

Pero no agotamos esto en el simple término “vivienda” sino lo que proponemos es arribar a un concepto más preciso, como es el de “solución habitacional”, como forma de dar respuesta a las necesidades básicas habitacionales que hoy atraviesan los sectores de menores recursos o aquellos que ven como imposible el acceso a la vivienda.

Así, toda la población, todas las familias, tienen derecho a una solución habitacional que les permita no sólo protegerse del medioambiente sino también desarrollar una serie de actividades cotidianas que son indispensables para la reproducción social. 

Por su parte, esta ley la abordaremos desde un concepto más amplio: “el hábitat”. Este concepto general, contiene no solo el de “vivienda” y el de “solución habitacional”, sino todo lo que hace a la infraestructura que sirve a la misma (agua potable, electricidad, gas, desagües cloacales y pluviales, recolección de residuos, pavimento, alumbrado público, etc.). Se complementa esto, con el acceso que tienen las personas como miembros del hogar a la salud, la educación, la recreación, la cultura, al transporte, las comunicaciones y la seguridad.

El hábitat tiene además un sentido social ya que, el lugar de residencia de una persona, determina el entramado social en el que ésta se encuentra inmersa. También tiene un sentido cultural, que tiene que ver con el proceso de construcción de la identidad, es decir, de que forma el barrio y el tipo de vivienda influye en la formación de la subjetividad.

Todas estas realidades nos han llevado a replantear nuestras políticas, buscando como objetivo en primer lugar focalizarnos en el sector más pobre de los bonaerenses, y específicamente, en la materia que tratamos, buscando soluciones al tema habitacional de manera de concentrar recursos en ello, a través de dos modalidades principales: construcción impulsada por el Estado, con Vivienda Social, pero también a través de la descentralización, involucrando a los Municipios, a las cooperativas y otros entes privados en la búsqueda de la solución habitacional para los sectores más pobres, que van desde la densificación urbana, la remodelación de vivienda antigua, la ampliación de viviendas existentes o la construcción de vivienda nueva.  Nos interesa que no solo a través de la acción del Estado y  a través también de la descentralización en sus distintas esferas (por ejemplo, mayor participación del municipio como ente estatal) y de la articulación de los privados, de manera que la comunidad organizada pueda participar en la resolución de su problema habitacional.

En el ámbito de la vivienda (una carencia central de la población en extrema pobreza), existe una incapacidad estructural de dar solución a esta carencia a través de las políticas y programas actuales. Esto es así por el carácter unidireccional del modelo común: la tenencia de la vivienda en régimen de propiedad individual y permanente. Así, el ahorro constituye el requisito principal para obtener una solución habitacional, pero los más pobres no están en condiciones de ahorrar.

Debido a que la obtención de una vivienda no resuelve ni modera por si sola la situación de pobreza extrema, se requiere otorgar una asistencialidad integral, que abarque el conjunto de dimensiones que ésta presenta. Especialmente importante es rescatarlos de su precario entorno inmediato, y asegurarles condiciones mínimas de alojamiento.

Ante la evidencia de que las políticas habitacionales excluyen a los extremadamente pobres, se torna un imperativo ético tomar medidas excepcionales, que rompan la estructura tradicional de la política habitacional vigente y promuevan acciones concretas de apoyo directo a las familias. En esta inteligencia es que desarrollamos el término solución habitacional. 

Así los núcleos familiares podrán disponer, en forma transitoria, de condiciones habitacionales básicas por el período necesario para desarrollar las habilidades, competencias y conocimientos que les permitan integrarse social y económicamente. Una vez lograda esta inserción, las familias estarán en condiciones de acceder a la vivienda propia.

En el marco de la descentralización pública y reconociendo al municipio como la instancia que se vincula más directamente con los problemas de la comunidad, recae naturalmente sobre él la identificación de la población-objetivo, la selección de los potenciales beneficiarios, y la coordinación del conjunto de acciones que aseguren la integralidad de la intervención y promuevan el autodesarrollo posterior de las familias.

Los municipios que responden a un modelo de política tradicional cuentan con una serie de problemas que le impiden el desarrollo de una gestión efectiva. En su mayoría, tienen una gran dependencia de los niveles de gobierno provincial y nacional, ya que es allí donde el poder se encuentra condensado y centralizado. A su vez, poseen un rígido sistema de recaudación de impuestos, mientras los gobiernos provincial y nacional, se reservan el cobro de los impuestos más lucrativos y de fácil administración. Se observa una falta de coordinación intersectorial, entre las áreas de obras públicas, salud y vivienda, como así también, falta de capitación y formación de los funcionarios y agentes municipales. En lo que respecta a la política habitacional municipal, el gobierno local se encuentra incapacitado para controlar la especulación de la tierra en sus propias ciudades.

Bajo esta idea se debe incrementar el papel promotor del gobierno municipal, ya que la problemática de la vivienda no se soluciona con la simple regularización dominial y la obtención del título de propiedad. Estas acciones deben ser acompañadas de programas integrales dirigidos al mejoramiento del hábitat, que incluyeron el desarrollo de emprendimientos productivos generadores de trabajo y acciones que garantizaron la cobertura en servicios básicos como la salud la educación, la cultura, etc.   

Así a lo largo del articulado de este proyecto se destacan algunos lineamientos generales a saber:

· Toda familia debe acceder a una vivienda adecuada que cumpla el nivel mínimo habitacional.

· Estimular desde el Estado la Construcción de Viviendas y asegurar que los recursos asignados a este fin alcancen la satisfacción de las necesidades.

· Fomentar el desarrollo de un plan integral de vivienda que contenga el análisis de situación y las propuestas a llevar a cabo, plan de factibilidad y requerimientos de subsidios e inversiones para la concreción de los mismos.

· Exención del pago del impuesto inmobiliario para las viviendas declaradas de interés social.

A su vez, se califican las familias por categorías de ingresos, determinando la afectación del ingreso familiar que pueda destinarse al servicio de préstamos para vivienda (una estimación seria no afectar más del 20 % del ingreso del grupo familiar), para el otorgamiento de créditos; y se clasifican los tipos de vivienda en:

· Viviendas adecuadas: aquellas que cumplan con un mínimo habitacional que se determinaran por parámetros específicos.

Estos parámetros servirán para definir lo que es el “área habitable” que es el interior de la vivienda, para diferenciarla del resto del inmueble o predio donde se encuentra edificada y del resto del hábitat.

· La especificación en vivienda urbana y rural. Urbana: la ubicada en las áreas urbanas y suburbanas de los centros poblados. Por exclusión serán rurales las que no revistas estas características.

· A su vez contendrá una especificación en cuanto al tipo de vivienda: vivienda suntuaria, confortable, económica y de interés social (esta ultima destinada a solucionar los problemas habitacionales de urgencia y especialmente para aquellos sectores que no tienen ninguna posibilidad de acceso a la vivienda).

· Según la utilidad: permanentes y de temporada (según sean de residencia permanente o de recreación). 

Como señaláramos en párrafos precedentes, estarán contenidos los préstamos para vivienda; se entienden por los créditos que se conceden con la finalidad de construir, reformar, ampliar, complementar o adquirir una vivienda; prestamos para vivienda nueva a organismos públicos y privados: la vivienda nueva es aquella a construirse o en construcción. Se entenderá por préstamo para vivienda nueva el destinado a financiar su construcción total o parcial o su adquisición. Es requisito no poseer vivienda y se establece la imposibilidad de transmitir su propiedad, ni ceder su uso por plazo a determinar.

En cuanto a prestamos para organismos privados es de destacar la posibilidad de otorgárselos a cooperativas de vivienda y mutuales en condiciones similares a los que gocen los destinatarios individuales. Estos organismos privados actuarán como empresas de construcción.

En relación a organismos públicos se otorgarán créditos a los efectos de venta o alquiler  (permaneciendo en este último caso la vivienda en propiedad de dicho organismo).

Contemplara la ley otras categorías como: préstamo para vivienda usada (en cuanto hace a la adquisición o refacción de viviendas ya construidas); préstamo a empresas para la radicación de trabajadores (esto a los efectos de comprometer en la solución habitacional a las empresas). Asimismo, el fomento de préstamos para locales para pequeños emprendimientos comerciales y productivos (la construcción a parte de ser en si misma un elemento de reactivación económica, signifique un aporte indispensable para la continuidad de los emprendimientos).

Avanzamos sobre el subsidio a la vivienda, entendiendo esto como todo aporte que un organismo público proporcione en dinero, especie o mano de obra o servicios técnicos o administrativos y que contribuya a financiar el acceso a una vivienda, cuando este aporte no sea REINTEGRADO POR EL BENEFICIARIO.

Tiene por objeto satisfacer las necesidades habitacionales de urgencia y para las familias sin capacidad de ahorro, que les sea imposible el acceso a la vivienda (es lo que denominamos vivienda de interés social).

Se establece en uno de los capítulos la reestructuración general de los organismos existentes en la provincia (respecto al alcance de la ley), dejando a salvo que en leyes especiales estarán contenidos los programas existentes (que deberán ser readecuados en relación a la ley marco).

Se enuncia el marco normativo que comprende: los sistemas existentes de fondos, como el FOPROVI, y la reestructuración de los mismos; asimismo recursos especiales destinadas a establecer aportes permanentes a estos fondos, como los derivados de algunos tributos con destino específico (que todo o parte del tributo no vaya a rentas generales sino a estos fondos). 

En la provincia la recepción estará a cargo del banco de la Provincia de Buenos Aires, que será el órgano central del sistema financiero de Vivienda. 

La norma desarrolla las bases del cooperativismo y sus formas organizativas, especialmente en cuanto hace a la caracterización de los emprendimientos en el marco de la economía solidaria. Sus características son:
           

· Participación asociativa voluntaria. 
· Estructura de toma de decisiones democrática, basadas en la gente y no en los recursos. Se aplica el principio “una persona un voto”, en detrimento de privilegiar el capital aportado en la toma de decisiones. 
Sus excedentes se distribuirán a prorrata entre quienes contribuyan a crearlos; estos se obtienen por fuera de la economía del capital y de la economía pública. 
· La distribución de los beneficios se realiza con un criterio de equidad, definido por consenso. Estos criterios, en general, son tres: el trabajo realizado, medido en horas, muchas veces consideradas en forma diferencial, pero también consideradas en forma uniforme (con el criterio de cooperativa de trabajo); la producción (con el criterio de cooperativa de producción); las necesidades, que, en todos los emprendimientos, son consideradas al momento de realizar la distribución. Muchas veces esta necesidad como factor de distribución, es considerada como circunstancial, del momento: se supone que la persona o la familia está pasando por un momento crítico, diferencial del resto del grupo, transitoriamente (por ejemplo, la enfermedad de alguno de sus integrantes). No considerarlo así, sería incorporar el asistencialismo, o en todo caso la beneficencia, que corresponden a otra categoría de emprendimientos y relaciones. 
· Promoción de la gestión autónoma, aunque puedan recibir recursos del Estado, o de alguna persona vinculada a la actividad privada y la apertura hacia el sistema social donde están insertos, tanto para recibir como para transferir bienes, servicios y conocimiento. 
· Neutralidad en materia religiosa y política.                      

· Suministrarán viviendas al costo, no admitiéndose actividad especulativa alguna; asimismo, podrán utilizar el trabajo de sus socios en la construcción de viviendas, bajo dos modalidades: de autoconstrucción y ayuda mutua. Autoconstrucción como producción de la vivienda propia y ayuda mutua como trabajo comunitario para la realización de conjuntos colectivos.

Por lo expresado en los párrafos precedentes, impulsamos la necesidad de una ley que, en el ámbito provincial, contenga todos los elementos y aspectos relacionados a la vivienda (y sus significaciones generales y particulares).

Hoy existe una enorme profusión de normas que abordan esta perspectiva, en general, desde un solo aspecto: el de la financiación a través del tesoro público.

Por lo expuesto, solicito a los Señores Diputados acompañen con su voto, el presente Proyecto de Ley.

